Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 14 minutos) 

Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“- Impuesto a la Concentración de Inmuebles Rurales (ICIR). Creación. Proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes. Carpeta N* 734/2011. Distribuido N* 1148/2011. 


- Servicio de Dragado de la Administración Nacional de Puertos. Se interpreta que están 
comprendidos en las excepciones previstas por el artículo 33 del Texto Ordenado de Contabilidad y 
Administración Financiera (TOCAF). Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 
Carpeta N* 735/2011”. 


Corresponde pasar a considerar el proyecto de ley por el que se crea el Impuesto a la 
Concentración de Inmuebles Rurales (ICIR), que acaba de ingresar a esta Comisión y que fue 
extensamente discutido en la Cámara de Representantes. 


Esta iniciativa cuenta con dos Secciones: la |, referente a la creación del Impuesto a la 
Concentración de Inmuebles Rurales; y, la Il, que tiene que ver con las rentas por enajenación de 
inmuebles rurales para contribuyentes del IRPF y el IRAE, así como con la vigencia de la ley. Se trata 
de elementos que están alrededor del mismo fenómeno de la concentración, por lo que la Comisión 
resolvió convocar a representantes de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto a efectos de analizar 
la iniciativa. 


(Ingresan a Sala representantes de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto) 


La Comisión de Hacienda tiene mucho gusto en recibir a la delegación de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, integrada por su Director, economista Gabriel Frugoni, el economista 
Jerónimo Roca, el doctor Homero Guerrero y el doctor Rodolfo Perdomo, a efectos de escuchar su 
explicación sobre el proyecto de ley a estudio, a quienes cede la palabra. 


SEÑOR FRUGONI.- Es un gusto para nosotros concurrir a esta Comisión a fin de brindar las 
explicaciones que se consideren necesarias en el análisis de este proyecto de ley. 


A los efectos de privilegiar las preguntas —que seguramente serán la parte más rica de la 
reunión— y no abundar en lo que ya se conoce de la exposición de motivos y del articulado, seré muy 
breve en la explicación de los dos objetivos que se han trazado: uno es desalentar la concentración de 
la tierra veremos algunos números cuando se planteen las preguntas pertinentes— y, otro, actualizar 
el aporte impositivo —de una forma distinta a la que se venía aplicando— que se hace por concepto del 
valor de la tierra. 


El primer objetivo obedece a que los indicadores de la distribución de la tierra —luego 
podemos aportar alguna cifra al respecto- están muy por encima de los promedios a nivel 
internacional. Es cierto que el país ha avanzado muchísimo en otros indicadores de distribución y no 
solo en el de ingreso. Precisamente en el día de ayer comentábamos en otro ámbito que las brechas 
se han ido cerrando: por ejemplo, podemos citar las del ingreso, la pobreza y la productividad. Es 
importante seguir avanzando en esa dirección y tener en cuenta que la tierra no solo es un bien 


económico, por supuesto básico, sino también un factor social y diferencial, por lo que en toda la 
literatura económica relativa al capital de trabajo debería tener un tratamiento diferencial. 


Sobre la base de ese concepto y de la valorización de la tierra, que ya tenía una carga con la 
Contribución Inmobiliaria Rural —en 16:000.000 de hectáreas, el precio promedio es de 
aproximadamente US$ 4 por hectárea— si solamente hiciéramos una actualización de ese tributo — 
concepto por el que se recaudan actualmente unos US$ 62:000.000 o US$ 63:000.000— en función de 
los nuevos valores catastrales de la tierra, veríamos que se recaudarían US$ 378:000.000. Es decir 
que se estaría multiplicando el valor de la tierra por el mismo indicador. Uno de los argumentos que se 
ha dado en contra del actual proyecto de ley tiene que ver con que si se hubiera hecho la actualización 
no se lograría el objetivo de su desconcentración. Si se aplicara en forma plana y no se diferenciara 
entre pequeñas o grandes propiedades, se llegaría a un valor de US$ 24 por hectárea. Con el 
escalonamiento que se plantea, se estaría llegando a los US$ 16 de precio promedio, que se 
transformarían en US$ 20 si se suman los US$ 4 que acabo de mencionar, por lo que ni siquiera se 
estaría logrando una actualización total puesto que si bien eso tiene que ver con una cantidad de 
hectáreas bastante menor, estaríamos hablando de un poco más de 5:000.000 de hectáreas de un total 
de 16:000.000, que son las que se están gravando en este caso. Serían unas 3:000.000 de hectáreas 

—para hablar en números redondos— que van a gravarse con US$ 8 adicionales. 


Un total de 1:200.000 hectáreas estarían gravadas con US$ 12, y el resto, unas 1:700.000 
hectáreas, con US$ 16. 


Reitero que con ese escalonamiento no se lograría hacer una actualización total, como 
debería ocurrir si se hubiera seguido la misma regla que antes, que consistía en actualizar el valor 
catastral y llevarlo a hectáreas, porque también buscaba la desconcentración. En este caso 
consideramos que es fundamental realizar el escalonamiento progresivo, en función de los tamaños 
que se han planteado. 


Básicamente, estos son los dos objetivos que plantea el proyecto de ley. 


Como mencionaba al principio, me gustaría priorizar las preguntas, ya que lo demás es 
conocido por todos y, por tanto, no tiene sentido profundizar ahora en el tratamiento del articulado. 
Quedamos a las órdenes para responder las preguntas que los señores Senadores deseen formular. 


SEÑOR ABREU.- Quisiera que me confirmaran si las siguientes cifras son correctas. 


En el año 2010, el sector agropecuario pagó un total de alrededor US$ 230:000.000, de los 
cuales US$ 90:000.000 correspondían al impuesto a la tierra, US$ 60.000.000 a la Contribución 
Inmobiliaria Rural, US$ 20:000.000 a aportes patronales y US$ 10:000.000 al Impuesto al Patrimonio. A 
su vez, de los US$ 230:000.000, US$ 85:000.000 corresponden al IRAE —Impuesto a las Rentas de las 
Actividades Económicas— y al IMEBA —Impuesto a la Enajenación de Bienes Agropecuarios—; algunos 
productores optan por uno u otro, de acuerdo con el tamaño de la propiedad. Otros US$ 50:000.000 
corresponden a impuestos indirectos —Impuesto al Valor Agregado, Impuesto a los Remates de Bienes 
Muebles, Inmuebles y Semovientes— menos la devolución que corresponda por ese concepto. Esto 
equivale al 7% del Producto Interno Bruto agropecuario. La presión tributaria está tomada en esas 
condiciones. 


Estoy tratando de reflexionar con ustedes, ya que hay aclarar un tema conceptual que para mí 
es muy importante porque hay algunas versiones acerca de que el sector agropecuario tributa de 
manera diferente que otros sectores de la economía. 


Quisiera saber qué opinan con respecto a la presión tributaria sobre el sector agropecuario si 
se la compara con los otros sectores de la economía. ¿Es mayor o menor? ¿Pueden calcularlo? 
¿Existe algún fundamento que sostenga que ellos pagan menos y que deberían pagar más? Me 
gustaría saber si hay algún criterio técnico difícil de determinar acerca de cómo se entrecruzan 
determinados impuestos. 


Mi planteo obedece a que es muy difícil comparar un sistema que divide todo el sistema 
tributario entre el consumo y la renta. La opinión que tenemos es que a partir de 2007 el sistema 


tributario tiende a hacer una distribución similar. 


Ahora bien, la pregunta de fondo tiene que ver, más que con la recaudación, con que muchos 
sostienen que el Impuesto al Patrimonio en realidad se aplica al ahorro. La acumulación de ahorro es lo 
que determina el patrimonio y, por lo tanto, un eventual Impuesto al Patrimonio podría desestimular la 
inversión y el crecimiento o, por lo menos, el ahorro. Por esos motivos, en este caso, dentro del propio 
sector agropecuario hay distintas interpretaciones sobre el impuesto, o sea, con relación a los tributos 
que se pagan. Todos sabemos, por ejemplo, que los aportes patronales se calculan en forma diferente 
tanto en el sector agropecuario como en los otros de la economía, y hay quienes sostienen que los que 
se calculan por hectárea podrían ser objeto de una modificación para poder equipararse al resto de la 
tributación del país. Entonces, ciertos ajustes podrían venir por este lado, aunque también se propone 
una alternativa. Hay que tener en cuenta que más allá de los aspectos filosóficos sabido es que en el 
Gobierno existen discrepancias respecto a este tema —no es una picardía recordarlo—, debido a que 
hay visiones distintas sobre cómo debe incidir un determinado impuesto al patrimonio vinculado a la 
concentración de la tierra. 


Entonces, me gustaría que quienes nos visitan explicaran qué efectos podría tener el 
aumento del Impuesto al Patrimonio en relación a la concentración de la tierra, la productividad y la 
economía de escala. ¿Por qué planteo esto? Porque una cosa es acumular tierra en forma 
especulativa y otra es tenerla para avanzar con ella, para crear mejores condiciones y calidad de 
empleo y desarrollar una mejor explotación. Hoy existe una vinculación muy importante entre la 
producción y la economía de los servicios, que en la actualidad tiene demandas muy fuertes en materia 
de calificación. Entonces, formulo estas dos o tres preguntas para que nuestros visitantes me ubiquen 
filosóficamente y aclaren si esto afecta o no la economía. No hay que pasar por alto que existe una ley 
que obliga a los propietarios de las tierras a tener acciones nominativas, aunque el Gobierno ha 
otorgado ciertas excepciones, sobre todo, para las grandes empresas o fondos respecto a los cuales 
es muy difícil determinar cuál es el paquete accionario. Quiere decir que a medida que se avanza en un 
criterio surge otro y, por tanto, planteo estas interrogantes porque quisiera conocer, reitero, cuál es la 
filosofía del Gobierno y cuáles son los elementos básicos para poder decidir si acompaño o no esta 
iniciativa. Creo importante que quede claro que esto es más que una visión política “marketinera” —pido 
que no tomen a mal esta expresión— de una vieja expresión de carácter antilatifundista, ya que tiene 
más que ver con una realidad en materia de tecnología, de agregado de servicios, de concentración de 
la tierra, etcétera. 


Si bien luego podremos hablar de otros temas, quiero dejar planteada mi preocupación en el 
sentido de que en los últimos tiempos varios países de la región ya no aumentan el impuesto sobre la 
concentración de la tierra sino que simplemente se prohíbe la propiedad de la misma y se utilizan otros 
criterios más allá de si la porción es chica o grande. Estos temas van más allá de la propiedad y 
refieren a asuntos geopolíticos, de seguridad y de proyección, como sucede en lo que tiene que ver 
con los 50 kilómetros en el caso de Paraguay o con la franja que está manejando Brasil. Luego de 
estas reflexiones, me gustaría escuchar los comentarios de los invitados, agradeciendo además su 
presencia en la mañana de hoy. 


SEÑOR FRUGON!.- Intentaré ser lo más preciso en cuanto al objetivo que planteaba el señor Senador, 
teniendo en cuenta que ha tocado varios temas. Quiero trasmitir lo que motivó al señor Presidente de 
la República —y a nosotros también- a presentar esta propuesta. 


En primer lugar, debo decir que, respecto a la distribución de la tierra, si comparamos el 
Índice de Gini —que no solo se utiliza para calcular la distribución del ingreso sino para cualquier tipo de 
distribución, porque es un índice matemático— tenemos indicadores, por ejemplo, de 0,54 para Francia, 
mientras que el de Uruguay se ubica en 0,80. Si tenemos en cuenta los países nórdicos, por supuesto 
que la cifra es inferior pero lo mejor es compararnos con Francia o Alemania que tienen indicadores en 
el entorno de 0,53 y 0,54. 


¿Cuál era, entonces, la filosofía? Este es un bien diferencial; la diferencia entre el planteo 
que realizan los señores Senadores y el nuestro consiste en que para nosotros la tierra es un bien 
diferente a la tierra como capital. 


Estamos totalmente de acuerdo con lo que implica el Impuesto a la Renta, pero eso se vuelca 
a la rentabilidad del negocio. Si se realizara un cálculo actualizando veinte años de rentabilidad de 


cualquiera de las actividades que actualmente se desarrollan en la tierra —vinculadas a la soja, a la 
carne O a la leche—, nunca dará el valor real que hoy tiene la misma. ¿Qué quiere decir esto? Ese era 
el cálculo que tradicionalmente se hacía, estimando que el valor real era un séptimo del valor actual; es 
decir que el valor simplemente reflejaba la actualización de veinte años de la rentabilidad del negocio — 
más o menos— según tasas del mercado arbitradas. Si hoy realizáramos ese cálculo, compraríamos un 
campo seguramente más barato respecto a los precios que se venden actualmente. ¿Por qué? Porque 
la tierra está captando otros valores porque, a nuestro juicio, aparte de ser un factor de oferta fija, 
capitaliza otras externalidades como la seguridad jurídica y ciudadana, ventajas en mercados 
internacionales y demás. 


Por otra parte, se trata de recursos que son escasos en el mundo. Esa es la realidad mundial; 
ya no se puede ver el negocio agropecuario solamente desde el punto de vista de la renta de la 
actividad. Hoy, comprar un campo y venderlo unos cuantos años después, ya es un negocio. En los 
últimos cinco años se ha calculado la tasa de rentabilidad en un 25%; no existe en el país otro negocio 
que tenga esa tasa de rentabilidad. Con esto queremos decir que el factor de oferta fija capitaliza una 
serie de externalidades y lo que se está intentando acá, progresivamente, es desalentar esa 
concentración, criterio respecto al cual en el Gobierno no hay diferencias. Desalentar la concentración 
es un objetivo, como también lo ha sido en casos de existir otra clase de concentraciones, ya sea por 
medio de la ley de competencia o, como en este caso, a través de proyectos de ley particulares. 


Con respecto al tema de escalas, si se hubiera realizado de la forma plana, actualizando los 
datos de la Dirección Nacional de Catastro —que era la forma convencional que utilizaba nuestro país— 
ahí sí, seguramente, estaríamos en un problema. Si las actividades de los pequeños productores no 
tienen la misma rentabilidad, seguramente se verían obligados a vender para escalas más grandes. 
Por esta razón es que fueron estudiados los tamaños: para no lesionar las propiedades frente a las 
escalas. A partir de las 2.000 hectáreas Índice Coneat 100 —son alrededor de 3.330 hectáreas en el 
basalto con un Índice Coneat 60- esto no incide según las rentabilidades que se tenga. 


Dada la tendencia mundial, regional y nacional del aumento del precio de la tierra, si se 
hicieran cálculos meramente gráficos y de equilibrio, en teoría el precio de la tierra debería bajar, pero 
como hay otros factores que están en juego, seguramente esto es algo muy difícil de lograr. Pero en el 
supuesto caso de que sí ocurriera, en realidad, el capital sigue siendo un factor más barato en términos 
relativos que la tierra. Así como en los últimos veinte o treinta años han cambiado muchas cosas en el 
mundo, también hoy se ha modificado el comportamiento de dos factores que en los años noventa se 
tenían en cuenta a la hora de analizar el problema de la concentración y de los impuestos a la tierra. 
Uno de ellos es que, en términos relativos, un tractor de 65 o 200 HP en el año 1989 tenía el mismo 
valor que hoy por HP con respecto a la tierra, mientras que el valor de esta última se multiplicó por 
siete en términos reales; sigue siendo mucho más barato que seguir aplicando capital porque, en 
términos relativos, el tema tierra es más caro. 


Acá simplemente se está tratando de actualizar en parte —porque ni siquiera se llega a los 
cálculos que inicialmente mencionaba— un incremento de valor que no viene solamente como mérito de 
la actividad que ha desarrollado el productor en la tierra —¡y vaya que la hace!- sino por un gran 
esfuerzo de la sociedad toda. Esta es una devolución de aporte. Por eso es importante el tema de las 
brechas. Hace unos instantes mencioné que si en términos relativos ha bajado mucho la relación 
capital-tierra, en este caso, inversión y capital, hoy sigue siendo mucho más tentador y rentable seguir 
invirtiendo en capital por más impuestos que tenga la tierra —por supuesto que con límites, pero aquí ni 
siquiera se está llegando a la actualización de la Contribución Inmobiliaria Rural- porque, reitero, si lo 
comparamos con el valor de un tractor de 200 HP la relación es la misma. Si para hacer la medición 
consideramos la potencia —o sea, medimos en HP— en términos reales el valor es el mismo - 
incluso con prestaciones mucho mejores que son aportadas por la tecnología— mientras que el valor de 
esa tierra es siete veces mayor. 


Entonces, ante el argumento que se mencionaba, debe aclararse que hay dos conceptos 
diferentes: el de la renta y el de la tierra, que es un bien distinto. Lo que se pretende es no incentivar la 
concentración de la tierra. No hay fórmula matemática posible que permita demostrar que si se grava 
con un impuesto progresivo de US$ 16, va a haber una concentración. Si la hay en esta realidad —o 
sea, poniendo ese impuesto en esta franja— quiere decir que habría mucha más si no estuviera ese 
impuesto porque, en definitiva, estaríamos midiendo solamente economías de escala, y las economías 
de escala van a estar con o sin ese impuesto. 


Simplemente queríamos trasmitir el concepto que impulsó la elaboración de este proyecto de 
ley. 


SEÑOR ABREU.- El propietario de la tierra puede explotarla por sí mismo —como propietario que 
es—- O por medio de un arrendamiento. Desde el punto de vista económico, son dos negocios 
diferentes: una cosa es trabajar la tierra de la que se es propietario, y otra arrendarla. El sistema 
tributario luego va a afectar a la propiedad y no a la figura del arrendamiento; en esto, obviamente, la 
repercusión va a ser indirecta, pues el tributo va a incidir sobre la forma en que el propietario ingresa 
en el arrendamiento. 


El propietario puede recibir una renta anual que ronda el 4% del valor de mercado de la 
tierra, según las cifras que nos ha proporcionado el Instituto Nacional de Colonización; salvo que haya 
habido alguna modificación, esos son los números oficiales. Por esa renta o alquiler el propietario ya 
paga el Impuesto a la Renta, empresarial o personal, dependiendo de quién sea el propietario. Si a eso 
le sumamos el Impuesto al Patrimonio, con una alícuota de empresas que hoy ronda el 1,5 y con una 
tasa de patrimonio de las personas físicas que varía desde el 0,7% hasta el 2%, parecería notorio que 
gravar la tierra va a incidir sobre su rentabilidad, tendría un impacto muy fuerte sobre la rentabilidad y 
la tenencia de la tierra. Ese impacto —y esta no es una conclusión de un abogado aficionado a la 
economía, sino de un abogado que está leyendo a un economista de primer nivel, que tampoco se 
caracteriza por estar clasificado en esas arbitrarias habitaciones del mundo neoliberal o del otro- como 
decía, sería tan fuerte que el valor de mercado de la tierra probablemente bajaría notoriamente en caso 
de afectarla con un tratamiento tributario como el que tiene cualquier otro patrimonio. ¿Es cierto esto? 
¿Es compartible? ¿Se comparte la opinión de que afecta la rentabilidad y, por ende, el valor de la 
tierra? 


El otro tema importante tiene que ver con los aspectos redistributivos. Hay quienes sostienen 
que la política tributaria tiene efectos más neutrales y que, por lo tanto, estamos sobreestimando la 
capacidad de redistribución de los tributos en materia de riqueza. 


Mi duda va dirigida a esos dos aspectos, pero sobre todo al primero, porque me interesa la 
productividad y la rentabilidad. Quien no tiene rentabilidad padece dificultades para valorar el capital y, 
además, para que ese capital pueda incorporarse con niveles de productividad adecuados. 


SEÑOR FRUGON!.- En realidad, hay dos formas de abordarlo. Una es el punto de partida porque, 
como todo impuesto, va a depender de la elasticidad y del comportamiento de cada uno de los agentes 
en el sentido de, por ejemplo, si tiene posibilidad de trasladarlo o no. Y el punto de partida es si la 
rentabilidad que estamos tomando de base es la rentabilidad de equilibrio del mercado. Si 
consideramos la rentabilidad de un punto, que está muy aumentada por el incremento de precios de 
bienes primarios a nivel mundial y también por el aumento del factor tierra, tenemos que en el Uruguay 
la parte impositiva está muy retrasada, es decir, no tiene un punto de partida de equilibrio. Entonces, si 
lo miro desde ese punto de vista es una especie de actualización de la verdadera renta. Entendemos 
que dadas las rentabilidades existentes y teniendo en cuenta ese tipo de escala, no afectaría de forma 
que esté lesionando la actividad. Por supuesto que dependerá de cómo se traslada, del efecto de los 
arrendamientos y de los efectos finales, que son bastante difíciles de pronosticar teniendo en cuenta 
todas estas variables. 


Ahora bien, si se dice que el punto de partida genuino de la rentabilidad era con la carga 
óptima que se tenía sobre el impuesto a la tierra —si voy a cualquier otra parte del mundo las cargas 
que se imponen por ese factor son mayores— entonces seguramente esté habiendo una especie de 
sobrerrenta según el rubro y el momento. Lo que hace esto es corregir esa situación. 


Insisto en que este cuestionamiento no se hacía cuando había otra relación de precios 
relativos, en los años ochenta o noventa, en donde se hablaba de US$ 4, que estaban en consonancia 
con el valor de algo más de US$ 300 la hectárea. En ese entonces no se decía que eso afectaba. Por 
eso entiendo que es fundamental el punto de partida. Si voy a medir el nivel normal del agua es para 
saber si hay inundación o sequía; creo que en este caso tenemos una especie de inundación, pero 
esta es una valoración. 


SEÑOR AMORÍN.- Antes que nada doy la bienvenida a las autoridades que nos visitan y agradezco 
las explicaciones que nos puedan brindar. 


Es claro que el estudio de un impuesto nuevo siempre trae algunas dudas y muchísimas 
complicaciones. Día a día vamos aprendiendo más sobre este impuesto y deberemos tener bien claro 
todos los argumentos a favor o en contra cuando sea tratado en el Plenario. 


Algunos aspectos que se han expresado me preocupan bastante, por ejemplo, cuando se 
dice que el valor de este impuesto es mucho menor del que debería ser. Si tomamos el impuesto de 
US$ 4 anterior al aumento del valor de la tierra tenemos que concluir en que hoy esta cifra tendría que 
ser mucho mayor. Entiendo que el Gobierno está procediendo muy suavemente y por eso queremos 
saber si este impuesto termina acá o si se está pensando gravar con más impuestos al sector 
agropecuario. En realidad, la preocupación de la gente es que en nuestro país pase lo mismo que lo 
que le sucedió a nuestros vecinos y, al igual que en Argentina, se empiece por un paso y luego se siga 
por otro. Entonces, cuando el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto dice que el 
impuesto es mucho menos de lo que debería ser, que debería ser mucho más alto y que se está siendo 
muy moderado, me pregunto si esto termina acá o puede seguir con otros impuestos para intentar 
volver a los parámetros de los años ochenta. ¿Esto termina acá o sigue y los impuestos a la tierra van 
a aumentar? 


Otro tema que me parece que es bueno aclarar se refiere a las 3:000.000 de hectáreas que 
pagarían este impuesto, que —groseramente— serían una sexta parte del territorio nacional. ¿En las 
3:000.000 de hectáreas se está teniendo en cuenta a las empresas forestales que tienen acuerdos 
privados con el Gobierno, como es el caso de Montes del Plata? ¿Cuando hacen los cálculos lo toman 
como que lo van a pagar y después se lo descuentan o lo toman como que lo van a pagar y ahí 
termina? Me parece que es importante saber si se toman o no en cuenta las hectáreas que tienen 
distintas empresas forestales y grandes multinacionales que explotan el suelo uruguayo. 


También me pareció interesante —no lo había escuchado nunca- tomar el Índice de Gini para 
la tierra, donde se compara a los que tienen más cantidad de tierra con los que tienen menos. En ese 
sentido, se nos compara con Francia. La pregunta es: ¿este Gobierno pretende que el Uruguay llegue 
a cifras similares en el Índice de Gini a las de Francia? Es decir, ¿se busca que la porción de tierra de 
la que son propietarios los uruguayos —y también muchísimos extranjeros, desde el Gobierno anterior— 

disminuya? En el caso concreto de que lleguemos a eso y estemos muy contentos porque tenemos la 
misma distribución de la tierra por persona que tiene Francia, me pregunto si no escucharemos 
nuevamente la crítica feroz, que siempre hubo desde todos los Gobiernos de cualquier signo y desde el 
sector agropecuario, a los subsidios que da ese país a la producción, lo que además nos complica la 
vida. Nosotros no podemos exportar a Francia porque subsidia a los productores ya que con el pedazo 
de tierra que tienen no pueden vivir. Entonces, cuando nos comparamos con Francia ¿estamos 
pensando en llegar a su nivel y subsidiar a los productores? Pregunto esto porque la comparación tiene 
que ser más grande, hay que ver cómo funciona un país y cómo funciona el otro. 


Finalizando con esta primera ronda de preguntas, quiero señalar que cuando el Gobierno 
anterior —el del doctor Vázquez con el contador Astori como Ministro— hizo una reforma tributaria —con 
la cual estuve radicalmente en contra, especialmente, respecto al Impuesto a la Renta de las Personas 
Físicas— manifesté que tenía aspectos positivos, entre ellos, que terminaba con una cantidad de 
impuestitos que tenían una finalidad concreta, como conseguir dinero para diferentes cosas. Esa 
reforma tributaria marcaba cinco, seis o siete grandes impuestos, lo que era mejor para la 
administración tributaria y también para el contribuyente. Sin embargo, con este impuesto, me da la 
impresión de que estamos empezando a cobrar al grito, porque es notorio —y así fue publicado— que 
este es un impuesto de un sector del Gobierno que dijo “hay que hacer un impuesto para esto y 
matamos dos pájaros de un tiro: evitamos la concentración de la tierra” —que veremos si es así, creo 
que no-— “y además conseguimos algo para financiar la caminería rural”. 


SEÑOR FRUGON!.- No planteé que esto fuera una cuestión moderada con respecto a la actualización. 

Esta es una cuestión diferente. Puse el ejemplo de lo que se debería hacer para lograr una 
actualización, porque se ha hablado mucho de las reglas de juego. Nadie puede decir que si alguien 
actualiza algo que existe esté cambiando las reglas de juego. Iba por ese lado al hablar del impacto 
del monto en el caso de que se actualizara un indicador que estaba relacionado con el precio de la 
tierra. 


Nosotros vamos por otro camino: no pretendemos tener un efecto de recaudación, sino tratar 
de actualizar el aporte y desalentar o frenar la concentración. Acá voy a tratar de unir esta idea con la 
otra inquietud que planteaba el señor Senador Amorín: no queremos parecernos a Francia ni a nadie, 
sino seguir avanzando en el camino que estamos. Por ello hay herramientas y objetivos al mismo 
tiempo. Creemos que la concentración de la tierra, para los niveles que estamos logrando de 
desarrollo, comienza a ser un freno en cuanto a obtener avances en otro tipo de igualdades. En un 
país tan chico, con un bien de uso social que es un recurso clave desde el punto de vista económico, lo 
que pretendemos es desalentar la concentración de la tierra. Entendemos que acentuar la 
concentración de la tierra, en un futuro implicaría un escollo para el Uruguay ya que nos imposibilitaría 
avanzar en otros achicamientos de brechas. Felizmente, en los últimos siete u ocho años, el país viene 
cerrando las brechas de ingreso, pobreza y productividad. A la larga, esto también está relacionado 
con la productividad. 


Acá se tomaron escalas, y aclaro que no tenemos como objetivo llegar a los Índices de Gini 
que tienen otros países; lo que pretendemos es frenar la concentración de la tierra. En definitiva, lo que 
se logrará es que estos impuestos se actualicen un poco en las escalas más grandes. Si hubiéramos 
actualizado en forma plana, los chicos o grandes estarían pagando US$ 24 por hectárea, pero aclaré 
que hoy son US$ 16 más US$ 4, es decir US$ 20, por lo que no se actualiza del todo. Esto no es para 
que digan que el impuesto es moderado; simplemente es diferente porque lo hacemos escalonado de 
manera de tratar de evitar la concentración. Otro tema discutible es si eso se logra o no, pero lo que es 
claro es que no queremos incentivarla. 


En cuanto al cálculo del monto realizado, por supuesto que están incluidas todas las 
grandes extensiones, sean forestales o no. Reitero que el cálculo está hecho y todas las extensiones 
que cumplan con lo que dice el proyecto de ley, deben pagar. 


Con relación al sistema tributario —está explicado en la exposición de motivos— me gustaría 
que el economista Roca hiciera una análisis más amplio. 


SEÑOR AMORÍN.- La pregunta es si además de este habrá otros impuestos al agro. 


SEÑOR FRUGON!.- Nosotros queremos atacar el tema de la concentración; eso es lo que se busca y 
pretendemos que esta sea la herramienta. Ahora bien, si ustedes o el Poder Ejecutivo tienen otra 
iniciativa, se puede analizar. Nosotros estamos abocados a este proyecto de ley, pero no sé por qué 
surgen estos temores. Quería aclarar que por la actualización que mencionaba queda una brecha del 
30%. 


SEÑOR AMORÍN.- Me parece importante que tengamos claro cuál es la posición del Gobierno, porque 
los temores existen. Los inversores, la gente de trabajo, la gente que está en el campo, que no tiene 
2.000 hectáreas Coneat y trabajó toda su vida en el campo, la gente que tiene extensiones mucho más 
chicas y hace una explotación muy intensiva —como es la agricultura y que ahora ve que los precios se 
vienen abajo- nos ha preguntado a nosotros dónde termina esto. Primero no iba a haber ningún 
impuesto para el agro, pero ahora viene esto; entonces, esta gente se pregunta cuándo le van a caer a 
ellos. Para dar tranquilidad a toda esa gente, a todo el sector agropecuario, que en la actualidad es 
enormemente pujante -y por eso realizo la pregunta- me parece bueno decirle: hasta acá llegamos. A 
los que les tocó, les tocó y que peleen como puedan, pero hasta acá llegamos. Por eso, me parece 
importante ser muy claro en esto. Yo no voy a presentar ningún impuesto, pero me gustaría que nos 
dijeran qué es lo que está pensando el Gobierno porque ustedes hoy son parte importante y sustancial 
de este nuevo esquema de impuestos concretos para temas puntuales. 


SEÑOR FRUGONI.- Creemos que este impuesto que aparece ahora viene a complementar, incluso a 
enriquecer, el esquema y le voy a pedir al economista que explique un poco cómo fue pensada la 
estructura que desde un principio compartimos, dada la diferencia que existe en el factor tierra. Esto 
viene a ser un complemento y no tiene nada que ver con el Impuesto a la Renta; este es un tema de 
valorización. Además, recordemos que se aplica a extensiones mayores de 2.000 hectáreas. Incluso, 
no se quiso actualizar nada para extensiones menores a 2.000 hectáreas, que son las dos terceras 
partes del país. 


Son cosas muy diferentes la rentabilidad del negocio y el valor del factor tierra. Sé que se trata 
de un tema complejo y discutible, pero es lo que alimenta a este proyecto de ley. 


En definitiva, esto es algo nuevo, pero está totalmente de acuerdo con el resto del esquema 
de las rentas en el sentido de que si tengo ganancias voy a tener que aportar y si no, no. De 2.000 
hectáreas para abajo no va a haber que pagar ni un peso adicional. El esquema sigue vigente y, por 
supuesto, nadie quiere cambiarlo. De alguna forma, aquí se está gravando solo determinadas formas 
de concentración de la tierra; no es un impuesto al agro. El valor mínimo de capital que se grava es 
US$ 10:000.000. Dos mil hectáreas de Índice Coneat 100 equivalen a US$ 10:000.000. Creemos que 
con este esquema estamos complementando y enriqueciendo en la medida en que se trata de forma 
diferente un factor que es distinto. 


En cuanto a la otra pregunta planteada, debemos decir que este es nuestro planteo positivo 
porque no tenemos otro. 


SEÑOR ROCA.- Simplemente quería mencionar el último punto que planteó el señor Senador con 
respecto a un posible desvío de los lineamientos que tuvo la reforma tributaria del año 2007, en 
particular, la eliminación de pequeños impuestos. Creo que aquí no hay un desvío, sino un tratamiento 
diferencial. 


Se suele decir con cierta ligereza que el pilar de la reforma fue la renta, pero eso no es 
correcto porque el sistema tributario que emergió de ella tiene tres pilares: el IVA, la renta y los aportes 
a la seguridad social. Por otra parte, el sistema tributario no es cerrado porque admite tratamientos 
diferenciales si hay bienes diferentes. La inquietud que ahora despierta el impuesto a la tierra debería 
estar presente cuando se gravan en forma diferente las bebidas alcohólicas y los cigarrillos, cuyo 
consumo, además, se penaliza porque se considera que tiene una externalidad negativa. Lo mismo 
sucede con la concentración de la tierra. Tal es el caso del desplazamiento de pequeños productores 
porque con su actividad no pueden valorizar un activo muy cotizado. Esa externalidad negativa que 
tiene la concentración de la tierra es lo que se intenta atacar con este impuesto, que es diferente 
porque el bien también lo es. La tierra es un factor de oferta fija que, como dijo el Director, absorbe 
todo lo que se le pone al lado. Si se construye una carretera, mejora; si aumenta la seguridad del país, 
la tierra también lo capta. 


En definitiva, los impuestos selectivos penalizan el consumo de bienes y servicios que tengan 
externalidad negativa. El ICIR está tratando de penalizar la externalidad negativa que tiene la 
concentración de la tierra y, por eso, es progresivo a saltos, como antes lo fue el IRP, que 
considerábamos malo porque nadie quiere penalizar las rentas del trabajo. Sí es deseable penalizar la 
concentración de la tierra y por eso en su diseño es progresivo a saltos. 


Por otra parte, aquí no hay novedades y la Contribución Inmobiliaria Rural es un impuesto de 
este tipo. Los aportes patronales a la seguridad social del sector rural son hechos en base a la cantidad 
de hectáreas Índice Coneat 100 que tiene cada productividad. Como la tierra es diferente, la tratamos 
en forma distinta. 


A diferencia del sistema tributario, el sistema de imposición a la renta es cerrado porque hay 
que gravar todas las rentas. Si alguna no se grava y se escapa, habría oportunidad para la evasión, 
pero eso no implica que haya un tratamiento diferencial para los recursos naturales. Todos los países 
del mundo tienen un tratamiento diferencial para los recursos naturales: los nacionalizan como 
ocurrió en Chile con el cobre o en muchos otros países con el petróleo— o les dan un tratamiento 
diferente a través de regalías o en el impuesto a la renta. Nuevamente se está reconociendo la 
naturaleza distinta de este bien —que no es patrimonio— al aplicarle un tratamiento diferente. El 
patrimonio se compone de los activos menos las deudas y a mayores deudas, menos impuestos. Este 
no es un impuesto al patrimonio. El impuesto al patrimonio está muerto en el mundo porque 
simplemente trata de renta acumulada —tal como manifestó el señor Senador— y la iniciativa que 
estamos considerando hoy no refiere a rentabilidad acumulada, sino a renta de la tierra, que es otra 
cosa: la valorización por factores que no necesariamente tienen que ver con el esfuerzo realizado por 
el productor, que si bien es mucho y es una parte de la ecuación, no es toda. Insisto en que si se hace 
un camino mejora; si se afirman una sociedad institucional y el cumplimiento de contratos, mejora. 
¿Por qué una tierra con la misma productividad vale mucho más aquí que en Haití o en Paraguay? Por 


el factor país y es bueno que parte de él, que no tuvo que ver con el esfuerzo del productor, regrese a 
la sociedad. 


Es cuanto quería señalar. 


SEÑOR HEBER.- He escuchado con mucho interés las reflexiones realizadas por los representantes 
del Poder Ejecutivo y me sumo a la bienvenida que los distintos Senadores les dieron. 


En primer lugar, parecería que el Poder Ejecutivo no plantea en la Comisión una necesidad 
de dinero; señala que va a haber una recaudación, pero ese no es el motivo de la iniciativa. Como se 
ha reiterado acá, su razón es frenar y penalizar la concentración de tierra en nuestro país. Hemos 
descartado el tema de los recursos, porque si se refiriera a ellos, inmediatamente preguntaríamos 
¿para qué? ¿En dónde? ¿No hay recursos en el Estado? Creo que hay recursos más que suficientes y 
hay paño para cortar y sacar recursos para la obra, pero es distinto que la sociedad tenga que pagar. 
Acá hay un interés político y estratégico del país. Tenemos un problema, que es la concentración de la 
tierra. En este sentido, no voy a realizar juicios de valor sino a plantear preguntas y no quiero que las 
tomen como una definición política, pero me gustaría escuchar la opinión del Poder Ejecutivo para 
poder discutirlas dentro de mi partido. 


¿Es un problema la concentración de la tierra para el Poder Ejecutivo? ¿Por qué? ¿Depende 
de dónde? Creo que hay zonas de nuestro país que, como son de basalto, el problema no es la 
concentración sino la subdivisión de la tierra, porque la rentabilidad que se puede sacar de ellas es 
muy poca. Aquí tenemos una situación difícil de resolver y lo planteo en voz alta porque es un tema 
que me preocupa. Por ejemplo, en medio del basalto, en el departamento de Salto, donde la capa de 
tierra es muy chica, por lo que únicamente se pueden tener ovejas, la penalización de 2.000 hectáreas 
de concentración de tierras, ¿es buena o mala? Tengo dudas. La pregunta concreta que formulo al 
Poder Ejecutivo es: ¿se trata de un problema de concentración? En el ejemplo que cité tendríamos el 
problema de la subdivisión de los predios, que genera pobreza en el medio rural y eso lo vemos 
cuando vamos allí. 


El aumento del valor de la tierra, que parece ser uno de los argumentos esenciales, ¿es 
bueno o malo? Ha sido bueno por lo menos para solucionar el endeudamiento del agro, que todos 
sabemos que no se resolvió con medidas del Gobierno, ni con un perdona tutti, ni plazos para pagar, ni 
nada. En realidad, aumentó el valor de la tierra; si bien antes un productor rural tenía que vender todo 
su campo porque valía US$ 200 o US$ 300 la hectárea —y se los expulsaba de allí por su 
endeudamiento— los valores se incrementaron rápidamente y eso llevó a que, vendiendo un pedazo de 
ese campo, pudiera pagar sus deudas con el Banco de la República o con los bancos privados y salir 
así del endeudamiento que tenía. Cuando uno dice que el precio de la tierra subió, hay que ver en qué 
período lo hizo; me gustaría que se analizara su comportamiento a lo largo de varios años para 
entender cuál es el valor promedio de la tierra. Si lo comparamos con el que tenía en la época de crisis 
de los años 2001 y 2002, es obvio que quien pudo comprar tierras en ese momento obtuvo una gran 
rentabilidad, hizo un negocio inmobiliario muy importante, pero esa fue una coyuntura que no podemos 
prever para aprobar un impuesto. 


En definitiva, mi pregunta es si el Gobierno cree que el valor de la tierra puede ser un 
problema donde hay capacidad contributiva. Si mañana ese valor bajara, ¿este impuesto quedaría en 
suspenso? Si el asunto es el precio del campo y lo que aumentó entre 2002 y 2011, ¿qué ocurriría si 
mañana se padece una crisis —como la que ya vivió el país— en la que cae el valor —que hoy alcanza 
un promedio de US$ 2.000 o US$ 3.000— y volvemos a tener precios de US$ 300 la hectárea? ¿El 
Gobierno prevé esa situación? No olvidemos que estamos poniendo impuestos en determinadas 
circunstancias, pero a veces las coyunturas cambian y pueden hacerlo en forma negativa y generar un 
problema para el país. ¿Le estamos cobrando impuestos a precios de remate a un productor que quizá 
se haya endeudado y el día de mañana se verá obligado a vender 2.500 hectáreas Índice Coneat 100? 
Todos sabemos que este Índice afecta las extensiones; así, por ejemplo, 2.000 hectáreas en el basalto 
no son reales ya que, en realidad, significan tres, cuatro o cinco veces menos, de acuerdo con el 
Índice Coneat. Sin embargo, el Gobierno puede considerar que en el basalto hay grandes extensiones 
y esa es la manera de sacar rentabilidad de una tierra que no la da. Quisiera ver cómo obtendría 
rentabilidad con un índice Coneat 40 o 60 alguien que tuviera una extensión de tierra de 1.500 
hectáreas en el basalto, que quizás fuera un pequeño productor y, por supuesto, tuviera una zona de 
campo, potreros y demás. Esa es una discusión muy larga y por ello es muy importante que en algún 


momento en esta Comisión contemos con la presencia del señor Ministro de Ganadería, Agricultura y 
Pesca; él es quien conoce el tema de la tierra. En el día de hoy estamos analizando los porqués con 
los representantes de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto que hemos tenido el gusto de recibir. 


Reitero que me gustaría saber qué pasa si en el día de mañana baja el valor de la tierra. 
Actualmente se obtiene renta como producto de que la tierra se valorizó. En mi opinión, no es malo que 
se haya valorizado porque eso llevó a que el sector productivo nacional saliera del endeudamiento. 


Asimismo, tenemos un problema con la extranjerización, aunque no sé si realmente lo es— 
hay compañías extranjeras, sociedades anónimas que han comprado grandes extensiones de tierra. 
Me parece que es un tema que tiene que preocuparnos a todos. Personalmente, ya he dicho que no 
soy partidario de evitar que los extranjeros compren tierras en el Uruguay, aunque dentro de mi partido 
ha habido muchos proyectos en ese sentido. 


Insisto en que esto no resuelve nada; se trata de un tema de concentración y de valor de la 
tierra. Es más, quizá el valor de la tierra haya subido como consecuencia de que viniera gente de 
afuera interesada en comprar, porque si hubiéramos tenido un cerco, un muro en el país para que los 
extranjeros no pudieran adquirir tierra, no creo que se hubieran alcanzado los valores a los que 
llegamos. Me parece que no tengo que ser economista para hacer este razonamiento. Cerrar el país 
puede significar que haya menos interesados en comprar tierras, ese valor baje, recaudemos menos y 
la tierra tenga menor rentabilidad. 


En el tema de la concentración de la tierra, en el agro, lo del chico o el grande hay que tomarlo 
entre comillas. 


Para alguien que mañana tiene 300 o 400 hectáreas y que hace una explotación intensiva, 
eso representa algo grande. En el caso de un viñedo o de las nuevas explotaciones de alta intensidad, 
como por ejemplo de arándanos o de olivares, la rentabilidad es muy importante. 


Entonces, teóricamente uno podría inclinarse mucho más hacia el objetivo de decir a 
cualquier empresario —incluso a uno del campo- que si gana, colabore. 


La reforma pasada, que es la que está vigente —a mi juicio el señor Senador Amorín 
planteaba muy correctamente esta pregunta— se dirigió mucho hacia la renta del trabajo y no tan así a 
la renta del capital. De esa manera, si hay inversiones, se paga menos renta; debo decir que nunca 
entendí la razón. Ahora es del 25%. Reitero, nunca lo entendí. Creo que le “aflojamos la mano” al 
capital. Si está ganando, que pague el 30%. Esa medida sería algo que deberíamos institucionalizar en 
el país. La persona está ganando y, de esta forma, se queda con el 70%; entonces, que pague el 30%. 
De repente paga más porque también tiene otros impuestos que afrontar, pero en cuanto a la renta, si 
el empresario está ganando, el Estado debe decir que tiene que colaborar. 


Muchas veces, estos impuestos —incluso el Impuesto al Patrimonio—- pueden terminar 
descapitalizando a una empresa que da trabajo. ¿Por qué? Porque a la baja renta le suman el hecho 
de tener que hacer frente a este tipo de impuestos. El Estado no es socio del emprendimiento, sino 
alguien que extrae recursos, no importando si le va bien o mal. 


Si un productor agropecuario tiene que afrontar una granizada que destruye su cosecha, al 
Estado no le interesa, no le importa. El productor debe pagarle de todas formas, aunque haya perdido 
todo. Reitero, al Estado no le importa eso, y el productor debe pagarle ese impuesto al igual que los 
otros que son fijos. Es por ello que muchas veces se ve obligado a vender maquinarias, su campo o 
termina fundiéndose. 


Ese es un concepto de fondo que me gustaría discutir en algún momento; no sé si esta es la 
ocasión para hacerlo. Muchas veces veo que el Estado no es socio del emprendimiento. Otra cosa es 
que diga que quiero que un empresario que obtiene buena rentabilidad comparta su ganancia con los 
trabajadores. Ese es otro tema, otro capítulo, en donde el Estado es socio en el emprendimiento, 
quiere que el empresario gane y que, además, comparta sus ganancias, no solo con el capital, sino con 
los trabajadores. De esta forma terminamos de hacer socios a todos, al Estado, al capital y al trabajo. 
Pero si penaliza —este es el concepto de lo que escuché— ¿a quién está castigando? Si penalizamos al 


empresario, este se retraerá y si esto sucede, va a generar menos trabajo. Si tiene un socio que le va a 
cobrar siempre, le vaya bien o mal -y voy a utilizar una expresión del léxico común— es algo con lo 
que él va a cargar y no una sociedad para que le vaya mejor. 


Como bien decía el señor Senador Amorín, hoy el mundo es muy competitivo y por eso nos 
cuesta colocar nuestros productos. Sin embargo, vemos que el Estado uruguayo está más dedicado a 
penalizar que a asociarse o a ayudar a competir. Hay que tener en cuenta que nuestros productores 
compiten con los argentinos, los brasileños y los europeos sin medios o asistencia. Comúnmente 
escuchamos decir que los impuestos se han aflojado y si bien es cierto, como todos sabemos, salimos 
de la crisis de 2001 y 2002 a caballo de una vaca, con la carne, exportando y creciendo. En los últimos 
años del Gobierno del Partido Colorado hubo una apertura de mercados y un precio que se ha 
sustentado en el tiempo, todo lo cual generó la situación actual. Entonces, uno se pregunta para qué 
cambiar lo que funciona y corregir lo que está bien si de esta forma hemos crecido y recibido 
inversiones que han sostenido económicamente al Estado uruguayo, que también ha tenido un gran 
repunte. Hoy tenemos un Producto Bruto Interno de US$ 45.000:000.000, mientras que en la época de 
la crisis no alcanzaba los US$ 20.000:000.000, con una cotización del dólar a $ 28. ¿Cómo crecimos? 
Con las exportaciones agropecuarias, que obviamente no son suficientes. Ciertamente que todos 
queremos que aumenten los procesos industriales y lo relativo al área de servicios que, 
afortunadamente, ha crecido mucho como consecuencia de estas exportaciones. Entonces, ha habido 
un crecimiento de la economía debido en parte a las exportaciones de materias primas. Por supuesto 
que esto no alcanza y que todos deseamos que los procesos industriales aumenten porque generan 
más trabajo, pero el asunto es si tenemos mercado para esto. 


No es mi intención irme por las ramas sino que pretendo aterrizar el tema ya que creo que 
estamos ingresando en un terreno que puede complicar toda una cadena productiva, de renta y de 
inversión que ha generado el crecimiento del país en los últimos años. Entonces nos preguntamos por 
qué se pretende penalizar esto cuando nos ha llevado a mejorar la distribución y a atender la pobreza 
que, lamentablemente, sigue existiendo en nuestro país. ¿Por qué no disponer que la renta sea el 
mayor factor de contribución? Me pareció escuchar que uno de los argumentos esgrimidos por el 
economista Roca era que existen negocios inmobiliarios. Es cierto que a veces hay personas que 
compran campos para venderlos al poco tiempo y que son oportunistas. Sin embargo, creo que eso no 
es el agro y que no se puede penalizar a todo un sector por lo que hacen unos pocos. Me parece que 
hay que tener en cuenta que aquí se ha producido una gran inversión agropecuaria y, en ese sentido, 
debemos recordar una frase que quedó instalada en el Uruguay que dice que tenemos que agradecer 
primero a Hernandarias por la introducción de la ganadería y después al señor Kirchner por haber 
expulsado a productores argentinos que han generado en nuestro país un crecimiento brutal en 
materia agropecuaria. No olvidemos que no teníamos una masa crítica y que ahora se han instalado 
empresas muy importantes que dan mucho trabajo. En lo personal, estoy en contacto con la 
Universidad y la verdad es que me gusta saber que en el Uruguay los ingenieros agrónomos salen con 
trabajo porque los contratan inmediatamente como consecuencia de la explosión en materia 
agropecuaria. ¿Eso es lo que estamos penalizando? Creo que deberíamos mantener y no tocar esta 
cadena, pero sí pedir a estos señores que tienen muy buena renta que colaboren más con el Estado. 
Quizás haya que corregir el porcentaje del 25% porque estamos hablando de rentas de capital y, 
reitero, habría que decirles que es necesario que ayuden a que el país crezca. Entonces, de esta 
forma, no solo abarcamos lo relativo a la extensión sino también a la renta que recibe un productor 
grande y que tiene, por ejemplo, 500 hectáreas. ¿Por qué es grande? Porque gana mucho, y si gana 
mucho, que colabore de igual forma. Ahora bien, si penalizamos la concentración de la tierra ¿no 
estaremos cometiendo injusticias? ¿Estamos abarcando ese mundo? Por esta razón, me inclino más 
por la renta de capital, pero tal vez el Poder Ejecutivo me pueda convencer argumentando que ese no 
es el camino sino otro. Creo que con este impuesto quizás tengamos un efecto negativo. ¿Por qué? 
Porque vamos a hacer que la gente no invierta o trate de evadir el impuesto. A mi juicio, es un impuesto 
que no cumple con su objetivo porque las grandes extensiones aún están en polémica. Hay empresas 
que están invirtiendo en miles de hectáreas y creen que, por diferentes tratados, van a ser 
compensadas. Si mañana se les pone este impuesto, se les exonerará de otro para que las reglas de 
juego de los tratados de protección de inversión existentes no cambien. Entonces, se está grabando al 
nacional que de alguna manera ha crecido —porque los grandes emprendimientos de extranjeros están 
protegidos por esos tratados—, y al que queremos que tenga la inversión en su propio campo y que 
pueda aportar más por la renta. 


Se trata de un tema sobre el que, en muchos aspectos, puedo compartir la preocupación del 
Gobierno. Obviamente, no quiero que el Uruguay tenga diez dueños; creo que nadie lo desea. ¿Hoy 
realmente nos encontramos en esa situación? A mi juicio, es muy poca la gente del sector agropecuario 


que hoy tiene grandes extensiones de tierra. Sí hemos tenido —y tenemos— una suerte de 
concentración de tierras por parte de empresas y sociedades anónimas que han forestado y están 
invirtiendo mucho en el país, pero creo que este impuesto no las afecta. Esa es la sensación que me 
da; quizás se me pueda convencer de lo contrario. 


Coincido con el señor Presidente Mujica en cuanto a que debería existir una legislación para 
evitar un hecho peligroso que está surgiendo en el mundo: que los Estados se adueñen de tierras. 
¡Cuidado con eso! Ahí, sí, deberíamos tener una prohibición eficaz. Me preocupa que, por ejemplo, 
mañana venga China y compre 1:000.000 de hectáreas; al parecer, ya ha comprado 12:000.000 de 
hectáreas en África. Este es un nuevo fenómeno que requeriría una legislación y que estaríamos 
dispuestos a acompañar ya que los Estados no pueden comprar tierras. Además, por ser China uno 
de nuestros principales clientes, si fuera dueño de nuestras tierras, nos encontraríamos en una 
complicada situación de coacción comercial. Reitero que en ese caso sí coincido con el Presidente 
Mujica; ahí sí el Partido Nacional no tiene dos opiniones. ¿Estados dueños de tierras en nuestro país? 
¡No! Deberíamos contar con ciertos resguardos al respecto. Si tenemos firmados tratados de inversión, 
¿cómo arreglamos todo esto? 


Es cuanto quería expresar. 


SEÑOR RUBIO.- A efectos de organizar un poco el transcurso de la sesión, propongo que los invitados 
respondan en forma general las inquietudes planteadas y que luego se ingrese al tratamiento en 
particular del proyecto de ley; de lo contrario, tendremos que realizar otra reunión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa apoya la sugerencia del señor Senador Rubio. 


SEÑOR FRUGON!.- El señor Senador está proponiendo otro impuesto: el IRAE diferencial. Lo que 
sucede es que, justamente, este proyecto de ley está referido a rentas y el señor Senador sugirió que 
era bueno gravarlas. En mi opinión, eso estaría bien, pero no estamos distinguiendo entre la renta de la 
actividad y la renta de la tierra. Este impuesto va a gravar la renta de la tierra. 


Al comienzo de la reunión se preguntó si la concentración era buena o mala. Salvo en los 
casos de monopolios naturales —así es como se estudian en Economía— la concentración es mala. Por 
eso se combate, por eso existe la Ley de Promoción y Defensa de la Competencia y por eso hay una 
cantidad de herramientas y de mecanismos para tratar de desalentar cualquier cuestión que lleve a una 
competencia no óptima para la economía del país. 


No estamos tratando de penalizar al agro ni a la tierra, sino de desalentar la concentración de 
la tierra, que para nosotros es mala por varias razones. Aquí se relacionó el tema de la concentración 
de la tierra con su valor. En los últimos años el valor de la tierra sobrepasó ampliamente la tasa de 
crecimiento del país; hace unos doce o trece años la tierra valía un poquito más de un tercio del 
Producto Bruto Interno —que en ese momento era bastante menor que el actual- y hoy está en un 
120%, para ser exactos. Evidentemente, eso está capitalizando efectos nacionales e internacionales. 
En parte, se trata  —disculpen que insista en ese concepto— de hacer un aporte a la sociedad para ese 
fin. 


El esquema central de esta discusión es muy interesante. En los últimos seis o siete años el 
Producto Bruto Interno per cápita aumentó un 60% en términos reales; ese es el achicamiento de la 
brecha a que aludíamos, que surgió a partir de un importantísimo crecimiento del país. El gasto público 
social de aquel entonces casi no llegaba al 20%, pero a mediados de 2011 —con un Producto Bruto 
Interno que ha aumentado en un 60%- alcanza el 23% y queremos que llegue al 24%. Evidentemente, 
esto es parte de todo un esquema; de ahí surge el tema de la concentración y de los aportes que se 
deben hacer. No se puede pensar en la economía y en la política o en los logros del país manejando 
una sola variable. 


Todo este esquema no surgió solamente porque se precisan US$ 60:000.000, sino porque los 
objetivos son múltiples. Sin duda, uno de ellos es actualizar un aporte, pero también está el de 
desalentar la concentración. De lo contrario, habríamos ido hacia otras áreas donde es mucho más 
fácil obtener US$ 60:000.000, pero reitero que ese no es el único fin, ya que también está el de 


desalentar la concentración. Tampoco podemos lograrlo si lo hacemos en forma plana, porque eso 
sería puramente recaudatorio. 


Con respecto a la actualización del valor de la tierra, se podría haber optado por el camino de 
actualizar el impuesto de la Contribución Inmobiliaria Rural, pero se habrían recaudado 
US$ 270:000.000, es decir, una cifra bastante desproporcionada si se tiene en cuenta lo que se percibe 
hoy por ese concepto, que son entre US$ 62:000.000 y US$ 63:000.000. 


En definitiva, la concentración de la tierra es mala. No solo aumenta su valor, sino también el 
de todo el país, tanto los salarios, como los bienes inmuebles, etcétera. Es bueno que así sea, siempre 
y cuando se den determinados equilibrios y coherencias. Voy a poner el ejemplo que funciona de la 
misma manera: una casa que esté ubicada frente a la rambla, donde se habilita una playa, se pone 
iluminación y seguridad. ¿Se le puede hacer pagar lo mismo por concepto de impuestos al propietario 
de esa casa que al de una que esté ubicada en un barrio alejado donde no se da ningún servicio? 
Seguramente no, pero no porque la actividad que tenga arriba —por ejemplo, una fábrica de pastas— 
genere mayores o menores ganancias, sino por lo que valen esos servicios aportados por toda la 
sociedad. Habrá que actualizar el valor catastral y hacer que el propietario de esa casa aporte más. 
Aquí puede plantearse la pregunta que formuló el señor Senador: ¿qué pasa si el día de mañana se 
inunda la rambla, se caen las luces y no hay más seguridad? Eso será competencia del Poder 
Ejecutivo, de la política y del Parlamento, que tendrán que corregir la situación en caso de que sucedan 
esos hechos. 


En este caso concreto avisamos que haríamos una actualización estableciendo varios 
escalones. Esa es una etapa previa de lo que será una verdadera actualización, porque todavía queda 
paño para seguir bajando y ni siquiera estar aumentando la presión. 


Es muyy interesante discutir ese esquema desde el punto de vista conceptual, porque involucra 
toda una estrategia en el país que viene del Gobierno anterior, que continúa en este y seguramente 
también en los que vendrán. 


Por lo tanto, debemos seguir en el camino de que la concentración es mala, y así se combate 
en muchas partes del mundo. 


Entonces, si todo tiene coherencia, no hay valorización; en cambio, si existen valorizaciones 
diferentes en términos relativos, comienzan a producirse desajustes en los equilibrios de los precios 
relativos de la economía. Esto es lo que sucede cuando hay grandes concentraciones, con las 
externalidades negativas que ello significa. 


El señor Senador hizo referencia a la subdivisión o a la posibilidad de la concentración en la 
zona de basalto. Si se tuviera en cuenta solamente la hectárea física, comparto que podría darse el 
caso que plantea el señor Senador, pero se establece la equivalencia de las hectáreas con un Índice 
Coneat 100. El caso de una persona con 2.000 hectáreas en Tacuarembó no está comprendido en la 
zona de basalto y tiene un Índice Coneat 60. Ese no es un productor pequeño, como se podrá 
comprobar si se va a Tacuarembó y se observa la casa de un productor propietario de 1.600 hectáreas 
de Índice Coneat 60. De todas formas, hasta 3.300 hectáreas de ese productor no se ven gravadas. 
Por supuesto que nuestra intención no es afectar a los pequeños productores con 300 hectáreas —que 
pueden ser arroceros o arandaneros, entre otros— porque creemos que en ese caso la relación capital, 
tierra y trabajo es muy importante. No queremos desincentivar ese sector; por el contrario, se procura 
incentivar ese tipo de situaciones en las que la proporción capital y trabajo es mucho mayor con 
respecto al capital de la tierra. 


(Interrupción del señor Senador Heber que no se escucha) 


Cualquier arrocero o arandanero con 400 hectáreas no puede tener un Índice Coneat 500; no 
está gravado y tiene una gran inversión en capital y trabajo. Esa es la razón que justifica hacer la 
actualización en forma escalonada. Si se hiciera la valorización en forma diferente, se estaría 
afectando a ese sector, pero no es el fin que se persigue porque, afortunadamente, se está haciendo 
una gran actividad de inversión en calidad y en trabajo. 


Como es de conocimiento de los señores Senadores —en el día de ayer se dijo en el Foro 
"Estrategia Nacional de Desarrollo y Estructura Productiva" y en otros eventos— nuestro país puede 
seguir apostando mucho a la inversión de capital y a la productividad total de factores; queda bastante 
menos paño para los recursos humanos, como se mencionó en la explicación sobre el crecimiento del 
país en los últimos años. 


Esto atiende a esas reglas de juego y vale para todo, tanto para el comercio como para el 
transporte. La concentración tiene externalidades negativas terribles; la primera relación que existe — 
basta fijarse en los índices de concentración de los diferentes países, en los Índice de Gini u otros— 
entre la concentración, la pobreza y el ingreso es directa y por tal razón se procura que esto sea una 
parte de un esquema general. 


SEÑOR MICHELINI.- Me voy a referir al articulado del proyecto de ley porque quisiera saber si estoy 
entendiendo correctamente. 


En el artículo 1% se hace referencia a “2.000 hectáreas índice CONEAT 100 o equivalentes”. 
Esto significa que el impuesto podría afectar a quienes tengan 1.700 hectáreas con un Índice Coneat 
superior. 


SEÑOR FRUGON!.- Así es, señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Así lo había entendido, porque si lo que se quería decir era que nadie que 
estuviera por debajo de 2.000 hectáreas sería afectado, habría que modificar el texto. 


Respecto al artículo 4” entiendo que las franjas no deberían tener el piso de valor Coneat 
100 o equivalentes, porque podría haber una confusión en el sentido de que se verían afectadas las 
superficies de hasta 5.000 hectáreas Índice Coneat 100 o equivalentes y también las que se 
establecen en el literal B). Entiendo que el propósito es ir avanzando sobre los artículos. 


Con relación al artículo 11 veo que hay un tema que será muy controvertido en cuanto a su 
constitucionalidad. No pretendo discutirlo porque el Gobierno tendrá sus fundamentos, pero me 
gustaría saber si tienen informes de catedráticos de la Universidad con relación a la constitucionalidad 
del mismo y, de ser así, sería importante que nos los pudieran acercar. Lo peor que podría ocurrir es 
que todo se tranque por un efecto jurídico que nada tiene que ver con el impuesto; si el objetivo es que 
no haya concentración, no queremos que por un tema del destino que se le va a dar se dificulte su 
implementación. Lo digo porque parto de la base de que al que le vayan a cobrar, no lo va a querer 
pagar y, en consecuencia, va a echar mano a todos los artilugios legales para evitar el pago. 


Por otra parte, tengo algunas consultas que están más vinculadas con el razonamiento, pero 
que hacen a la cuestión. Puede suceder —como decía el economista Frugoni- que una vivienda 
ubicada frente a la playa se arregle y se le proporcione luz, por lo que su valor va a cambiar y por esos 
servicios el Estado debería cobrar más. También es cierto que puede suceder que quien la ocupe no 
pueda pagar —aunque ese es otro tema-— y entonces, seguramente, venda la propiedad. Los lugares 
que de alguna forma cuentan con un privilegio —-o que los seres humanos consideramos que pueden 
serlo como ser levantarnos todas las mañanas y ver el mar— se deben pagar más. Si la persona que 
vive allí, cuando se hacen las obras no puede pagar, puede ocurrir que no quiera vivir más en ese lugar 
porque no puede hacer frente a los impuestos y sea desplazada por otra que sí puede pagar y que 
seguramente le va a ofrecer un dinero importante por la propiedad. La primera pregunta sobre este 
razonamiento es si hay algún sector que necesita una escala de tierras importante o que esté en el 
nivel de flotación; no sé si hay estudios al respecto, de pronto sí, y muestran que no hay ningún sector 
en esa situación. En algún momento en la prensa se habló de que sector lechero sería más eficiente 
con una mayor concentración de praderas. Entonces, quizás no se evite la concentración sino que se 
pasa a otra y otro sector desplaza al lechero, por lo que la concentración se mantiene o aumenta 
porque hay quien puede pagar el impuesto. Si tienen estudios al respecto —o quizás pueden realizar 
algún comentario— sería bueno conocerlos. 


El economista Frugoni nos decía que podía haber determinadas tierras que se valorizaban a 
partir de la construcción de un camino. También puede suceder que si hay un buen desempeño 
económico como el de estos años, la tierra se haya valorizado, entre otras cosas, por la situación 


jurídica del país y por los bajos niveles de corrupción. Si no entendí mal, hay una serie de elementos 
que no tienen que ver con lo productivo, pero que hacen que aumente el valor de la tierra. El Estado 
puede hacerse de ese valor en la aplicación de los artículos 13 y 14 de este proyecto de ley —cuando 
una persona vende y otra compra— o de los artículos 1* al 12 o por el impuesto anual. En los artículos 
13 y 14 hay aspectos productivos y de mercado, pero también se valorizan esos componentes 
intangibles. Puede darse el caso, por ejemplo, de un campo que se vende todos los años y otro que no 
se vende. El economista Frugoni me podrá decir que a esos intangibles los están cobrando año a año 
—no van a esperar a que el campo se venda ya que esa es una decisión libre de la persona o de la 
empresa- a partir de este impuesto. No se lo cobran a todos los productores, sino a los de deteminada 
franja para que no haya concentración. Pregunto si para el caso de un campo que se vende todos los 
años y que paga un impuesto se ha previsto hacer alguna deducción total o parcial. O en todo caso: 
¿se ha pensado deducir cuando ese campo se divida? Si se vende una parte y se desconcentra la 
tierra, ¿hay alguna posibilidad de deducir? 


También en este aspecto, si bien se están cobrando los intangibles —-que no tiene nada que 
ver con la renta—, lo cierto es que si la renta no los paga se genera una situación que no sé si la han 
estudiado. Si yo tengo un campo que se valoriza, se pone un impuesto —y la renta de cualquier sector 
productivo no lo paga— y como soy un productor que no tengo espalda para aguantar, decido vender. 
Entonces, si la renta no paga ese valor de intangibles el que me va a comprar no va a venir buscando 
la renta anual productiva sino la renta inmobiliaria, digamos, la que puede esperar. 


Entonces, no podemos generar una situación tendiente a evitar la concentración productiva y, 
la vez, estimular o dejar que haya concentración inmobiliaria. Dicho de otra forma, por el camino que 
vamos, ¿ustedes tienen estudios sobre cuál es el monto máximo que se le podrían poner a estas 
franjas en las que no se paga la renta anual? Si de acuerdo al artículo 4% ponemos estas franjas y 
logramos que no haya concentración de tierra, me pregunto ¿por qué no le ponemos más? Alguien me 
dirá que es porque en algún momento de la curva, la renta productiva no lo pagaría —la inmobiliaria, sí— 

y aquellos productores que no puedan esperar cinco, seis o siete años para que haya una buena 
diferencia en la renta inmobiliaria se irían de inmediato a otro sector productivo que no sea el campo. 


Mi pregunta entonces apunta a lo siguiente. ¿Ustedes tienen estudios respecto a si por el 
artículo 4” las franjas que ponemos están a mitad de tabla o son ultramoderadas? Me podrán decir que 
tienen mucho paño para adelante o que algunos estudios determinaron que en algún momento esos 
intangibles tendrán un valor muy superior. Digo esto porque mañana se puede decidir que la Ruta 4 
termine siendo el corazón de nuestra economía o que el tren pase a tener un desempeño no imaginado 
y, entonces, los campos que están al lado del tren o de esa ruta adquirirían un valor intangible 
inimaginable. Quiero saber si se han realizado estudios con respecto al máximo de presión sobre las 
franjas que estamos estableciendo. También me gustaría que nos pudieran alcanzar cualquier otro 
estudio que pudieran haber hecho en relación a este proyecto. 


SEÑOR RUBIO.- El ICIR consta de dos partes: una fue larga y claramente explicada y se han expuesto 
distintos tipos de preocupaciones relativas a la concentración; y la segunda refiere a las transacciones 
en general y que lo recaudado se destinaría al Instituto Nacional de Colonización. 


Las inquietudes que tenía con respecto a la primera parte ya han sido planteadas y más 
adelante seguramente estarán subsanadas en las respuestas que nos den nuestros invitados. En 
cuanto a la segunda me gustaría que se nos explicara con algún ejemplo para poder entender ya que 
leí las versiones anteriores que se manejaron en la Cámara de Representantes y técnicamente son 
distintas. Reitero que me gustaría que se explicaran los artículos, en particular, el inciso tercero del 
artículo 13, porque no me queda claro cómo funciona. Además, como esto afecta a todas las 
transacciones cualquiera sea el tamaño de los productores, las consultas son —y van a ser— 
abundantes. Entonces, contar con un texto claro es de mayor importancia. 


En realidad, en la primera parte podemos tener acuerdos o discrepancias con el objetivo del 
proyecto, pero el texto es nítido en cuanto al universo que abarca y al escalonamiento. En cambio, la 
segunda parte tiene otras características desde el punto de vista técnico. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido disculpas a nuestros invitados porque tengo que retirarme de inmediato 
porque recibí un mensaje que así lo amerita. Solicito que dejen sentado en la versión taquigráfica las 
respuestas que después leeré con atención. Nuevamente, pido disculpas. 


SEÑOR FRUGON!I.- Una breve intervención ya que el doctor Guerrero será quien responda sobre la 
parte más técnica del articulado relativo a la constitucionalidad y a los documentos que solicitaba el 
señor Senador Michelini. En lo que me es personal voy a empezar por la parte más conceptual, pues 
me parece importante seguir aclarando este tema sobre el que había puesto el ejemplo de la casa 
frente al mar. En realidad, los ejemplos sirven para aclarar, pero a veces no son tan ricos como uno 
quisiera. En realidad, con este impuesto nosotros no estamos castigando a ese propietario sino a la 
concentración de las casas de la playa, que es lo problemático. Si alguien tiene cuarenta casas en la 
playa y debe vender una porque se pusieron más impuestos, efectivamente se está logrando el efecto 
buscado. 


De lo que se trata aquí es de la concentración, porque una persona puede tener 2.000 
hectáreas en un lugar, 2.000 en otro y así sucesivamente, pero no se trata de la concentración absoluta 
porque alguien tenga 10.000 o 20.000 mil hectáreas juntas. Por eso no queríamos romper la escala y 
partíamos de 2.000. 


Me gustaría ir a la parte más conceptual para que conste en la versión taquigráfica y el señor 
Senador Michelini pueda luego verlo allí. Si insistimos con el ejemplo de la casa, veremos que 
evidentemente estamos intentando que quien tenga mayor poder adquisitivo no compre todas las 
casas que tienen más externalidades positivas para sus servicios. 


Reitero que si alguien tiene veinte casas y debe vender una, entonces logré el objetivo. Si 
alguna persona con mucha extensión de tierra tiene que vender una parte porque no es lo 
suficientemente productiva, también se está consiguiendo el objetivo pero en este caso ninguna de las 
cargas por franja afecta a la productividad media que existe. 


El señor Senador Michelini también preguntaba si habíamos estudiado cada una de las 
rentabilidades que no dieran para pagar el escalón, ya sea si se tiene de 2.000 a 5.000, 5.000 a 10.000 
o más de 10.000 hectáreas. Por supuesto que sí pero, como ustedes saben, hay una varianza 
importante en el tiempo y en los rubros; tenemos una especie de matriz de doble entrada porque no es 
lo mismo, por ejemplo, la renta que tuvo la soja en uno que en otro año, ni entre uno y otro rubro. Ahora 
bien, se pusieron estos montos justamente para que no afectaran ninguna de esas rentas: unos por 
tamaño y otros por monto. Por eso de 2.000 para abajo Índice Coneat 100 no se los toma y, en 
realidad, solo el 2,5% de los productores —es decir alrededor de 1.200- se verá afectado por este 
impuesto. 


También se preguntaba qué escala se podría ver afectada y podemos decir que, en cuanto al 
pago, todas aquellas mayores a 2.000 hectáreas Coneat 100 pero en cuanto al rubro porque no les 
diera la renta para pagar, ninguna. La más cuestionada era la de la cría y por supuesto que no se trata 
de algo homogéneo porque entre uno y otro productor la tasa de renta de la actividad es diferente 
aunque estén en la misma zona. De todas formas, tomando las medias que se tenían, esto oscilaba en 
un tercio de esa renta. Igualmente quiero decir que con la actualización del precio por el aumento de 
la tierra —y en este precio hay ambas cosas: renta y externalidades que se actualizan y es muy difícil 
saber qué componente aportó al valor durante el año, si tanto de renta de la soja, la institucionalidad o 
la ruta porque cuando aumenta el precio de la tierra no lo hace solo la que está al costado de la ruta 
sino también la que se encuentra a mayor distancia y no tiene exactamente el mismo servicio— con la 
nueva carga que se está haciendo, llega a un 30% de lo aplicado. O sea que todavía queda un 70% de 
lo que aumentó que no se está captando y mucho de eso corresponde a renta. En renta media esto 
significa que igual sigue estando por encima el tema de la renta de la actividad agropecuaria con los 
diferenciales temporales y por actividad que ella tiene. 


Aquí se incluye el argumento que daba anteriormente el señor Senador Abreu porque el fondo 
del tema es el punto de partida. Como también decía el señor Senador Michelini, parecía muy extraño 
que en Argentina y en otros países el valor de la tierra era cinco o seis veces mayor que el nuestro. Sin 
embargo, haciendo la misma actividad, la renta era mucho mayor que en Argentina. Ahora no nos 
comparamos pero en aquel momento teníamos una sobrerrenta y un valor de la tierra cinco veces 
menor. A su vez, había un aporte impositivo bastante menor con respecto al valor de la tierra; el punto 
de partida es difícil y hay que ver cuánto creció o decreció. 


En esa explicación insisto con el tema de la concentración y cabe destacar que tanto por 
cantidad como por rubro, esto no llega a niveles donde las rentas de los diferentes negocios no puedan 


pagar esto. Sin embargo, de todas formas será una renta de la actividad que no está relacionada con 
esto; si mañana esa persona vende su tierra, la renta estará acumulada en el valor de dicha tierra por 
un efecto extra actividad. Justamente lo que queremos es que haya una externalidad positiva y, en 
general, Uruguay tiende a tener sobre todo empresas medianas o pequeñas pero no grandes 
concentraciones que son un problema para el país. 


Evidentemente, hay escalas. Este es el caso de las tierras dedicadas a la forestación, que 
tiene una escala diferente; sin duda, con las rentas que tienen, perfectamente pueden pagar la 
actualización. 


De no procederse de esta forma, estaríamos haciendo una transferencia a nivel de país de 
precios relativos y de subsidios cruzados para alguien que en su negocio tiene menores precios 
impositivos o de tierra. Y, en ese caso, pasa a ser algo complejo, porque comienzan a haber subsidios 
que no se ven y que son peores; estoy hablando de los subsidios cruzados e indirectos. 


Dicho esto en cuanto al tema forestal —en este sector todos van a pagar— me gustaría saber 
quién puede tener un perjuicio económico en la ecuación económica de su empresa a partir de esta 
normativa teniendo en cuenta el aumento de los precios que se han registrado una vez comprada la 
tierra. 


Nosotros no compartimos los argumentos en lo que refiere a los productores forestales, y 
digo esto contestando la pregunta que se formuló anteriormente. 


(Intervención del señor Senador Rubio que no se escucha.) 


No es un tema que esté planteado aquí en cuanto a devolver absolutamente nada. Es en el 
mismo ámbito de la Comap —en el que, incluso, ya están casi todos los beneficios dados— en el que 
habría que ver qué más puede otorgarse; pero, en todo caso, no se trata de compensar. Esto se va a 
pagar y no tiene nada que ver con lo que se ha dicho. 


Por otro lado, me gustaría que las preguntas que refieren al aspecto legal y a uno de los 
puntos específicos sobre las tierras del Estado sean respondidas por el doctor Guerrero. 


SEÑOR GUERRERO.- El señor Senador Michelini formuló algunas preguntas, pero tuvo que 
ausentarse de Sala. 


Él consultaba acerca del artículo 8%, que refiere a la inmunidad y exoneración de algunos 
organismos; él consultaba acerca de las AFAP, puesto que al final del primer inciso de este artículo se 
habla de las personas públicas no estatales de seguridad social. Obviamente, las AFAP son 
sociedades anónimas. La naturaleza jurídica de estas asociaciones hace que no estén exoneradas de 
este impuesto. Esto rige para la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios, la 
Caja Notarial y la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias. 


(Intervención del señor Senador Couriel que no se escucha.) 


Exactamente, porque son sociedades anónimas. En este caso se refiere a las personas 
públicas no estatales de seguridad social. 


SEÑOR ABREU.- En este caso, la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias estaría exonerada. 


SEÑOR GUERRERO..- En este artículo apuntamos a la naturaleza jurídica del organismo. Reitero, este 
refiere a las personas públicas no estatales dedicadas a la seguridad social. Por lo tanto, las AFAP 
abonan este impuesto. Eso está claro. 


En el segundo inciso de este artículo se habla de bosques nativos. Esto se hace, justamente, 
para no gravar a quien tiene este tipo de superficies. Ello responde a que el Estado había establecido 
un incentivo para que fueran conservados. Al respecto, en la Dirección General Forestal del Ministerio 


de Ganadería, Agricultura y Pesca está el Registro de Bosques Nativos. Quienes están inscriptos en él, 
no son tenidos en cuenta a los efectos de este tributo. 


Por otro lado, el señor Senador Michelini dejó planteada una duda respecto al artículo 11 y su 
constitucionalidad. Él se retiró de Sala, pero asumo que luego leerá la versión taquigráfica. Cuando se 
comenzó a hablar de este impuesto surgió una confusión porque el artículo 297 de la Constitución 
establece que los impuestos sobre la propiedad urbana y suburbana son fijados por los Gobiernos 
Departamentales; los impuestos sobre la propiedad inmueble rural, se establecen por el Poder 
Legislativo —quiere decir que en ese aspecto estamos procediendo correctamente— y el producido es 
para los Gobiernos Departamentales. Sin embargo, cuando comenzó a salir publicado en la prensa lo 
relativo a este tributo, se dijo que la recaudación sería destinada al Gobierno Nacional. En ese sentido, 
se publicaron artículos, sobre todo de constitucionalistas y tributaristas que se opusieron a él. 


Cuando se elaboró esta redacción, se adecuó perfectamente a la Constitución. No voy a 
hacer un tratado de lo que es la Constitución. El señor Senador preguntaba si tenemos un informe, 
además del estudio que realizamos en el ámbito de la Presidencia de la República. Efectivamente, 
nosotros consultamos a tributaristas y constitucionalistas sobre este tema, quienes nos dijeron que este 
impuesto no colide en absoluto con la Constitución. En ella se establece que el sujeto activo del tributo 
tiene que ser los Gobiernos Departamentales. Si lo desean, luego haremos llegar a la Mesa los 
informes que tenemos. 


Eso es lo que refiere a los aspectos constitucionales y legales. No sé si desean realizar alguna 
pregunta no relacionada a estos temas. 


SEÑOR ROCA..- Falta responder lo relativo a los artículos 13 y 14. 


El espíritu de estos artículos es captar también parte de la valorización, de la ganancia de 
capital que se produce en el momento de la venta. Una pregunta que ha estado en la discusión es por 
qué se justifica captarla antes de la venta. En economía hay algo que se llama efecto riqueza, que 
justifica que aun antes de realizarse la venta se esté captando parte de la valorización. Por ejemplo, es 
mucho más fácil acceder a un crédito cuando se tienen 1.000 hectáreas con un valor de cuatrocientos 
cada una, que cuando se tiene la misma cantidad con un valor de cuatro mil. Evidentemente, hay un 
beneficio económico tangible aunque no se haya producido la venta. 


Los cambios que se introducen en los artículos 13 y 14 corrigen la forma de calcular el 
impuesto sobre la ganancia de capital que se produce en el momento de realizar la venta. Hasta ahora, 
se hacía con un régimen ficto por el cual al precio de venta se le calculaba un 15% y sobre esa cifra se 
calculaba la tasa de 12% de Impuesto a la Renta a las Personas Físicas por ganancias de capital. En 
el caso de las empresas, al precio de venta se le aplicaba el 6% y a esa base se le aplicaba el 25% de 
la tasa del Impuesto a la Renta de las Actividades Económicas, IRAE. ¿Cuál es el cambio? Esta 
modificación intenta corregir la generosidad del sistema, dada la alta valorización que ha tenido la 
tierra, en particular, en los últimos cinco años. El señor Senador Heber preguntaba si el aumento del 
precio de la tierra era algo coyuntural y decía con razón que el incremento más significativo se dio en 
los últimos cinco años. Lo cierto es que en estos últimos cinco años el crecimiento promedio anual real 
de la tierra fue de 25%, en los últimos diez fue de 15% y en los últimos veinte fue de casi 9%. Esto 
habilita a pensar que la valorización de la tierra ha dejado de ser un fenómeno coyuntural para pasar a 
ser en este contexto de pelea por recursos naturales escasos, un fenómeno estructural. 


Volviendo al punto, podemos decir que el cambio intenta captar la valorización que se ha 
dado, en particular, en los últimos cinco años. ¿Cuál es el cambio propuesto? Se propone pararse 
antes y después del 1* de julio de 2007, cuando entró en vigencia el nuevo sistema tributario. 
Entonces, ¿cómo pagan el impuesto las personas físicas? ¿Cómo se forma la base imponible? Se 
toma el precio del 2007 por un 15% pero también se suma a la base imponible el precio de venta 
menos el precio del 2007 y a toda esa base se le aplica la tasa del 12%. Quiere decir que la parte de 
ganancia obtenida antes del 2007 se calcula como un 15% sobre el precio de ese año y para la 
ganancia obtenida luego de ese período se toma la ganancia real que se obtiene con el precio de venta 
menos el precio de 2007. El mismo espíritu de la modificación se aplica para la renta de las empresas. 
Para el período anterior al 2007, se toma el precio de ese año por un 6%, respetando el ficto que tenía. 
Además, teniendo en cuenta la alta valorización de la tierra a partir de 2007, para calcular la ganancia 
posterior, se toma el precio de venta menos el precio de ese año. Todo esto va para el 25% del 


Impuesto a la Renta de las Actividades Económicas. Básicamente, este es el cambio que introducen 
los artículos 13 y 14 del proyecto de ley. 


SEÑOR RUBIO.- Conceptualmente me parece claro y justo que se realice esto. En realidad, aquí se 
aplica una variante que intenta perfeccionar el Impuesto a la Renta en el caso de la valorización de un 
bien en particular. Sin embargo, el artículo 13, establece: “Sustitúyese el último inciso del literal B) del 
artículo 20 del Título 7 del Texto Ordenado 1996, por los siguientes:” Respecto al inciso tercero, me 
gustaría que se explicara cómo se determina el precio al 1% de julio de 2007 en esta variante. 
Conceptualmente está claro que se aplica un ficto sobre ese valor para lo que está antes y, luego, se 
aplican las tasas que se mencionaron para la diferencia entre el 1? de julio de 2007 y el precio de venta 
real por el que se da la transacción. Creo que la determinación del precio al 1* de julio de 2007 fue uno 
de los puntos sobre los que más se trabajó y existieron muchas variantes en la Cámara de 
Representantes. 


SEÑOR ROCA.- Esta fue una variante que se introdujo a último momento en la Cámara de 
Representantes. Creo que la mayor parte del cálculo del valor de 2007 va a quedar librada a la 
reglamentación, ya que a través de ella se decidirá de qué modo se va a calcular el índice de 
valorización del precio de venta de los inmuebles rurales. Una vez calculado ese índice —-que tendrá 
que tener en cuenta las transacciones... 


SEÑOR COURIEL.- Ese índice no existe. 
SEÑOR ROCA.- Así es, tengo entendido que no existe. 


SEÑOR RUBIO.- Si no comprendí mal, por vía reglamentaria se crearía un índice que tomaría el valor 
promedio que registra el Instituto Nacional de Colonización —a efectos de poner como ejemplo un caso 
real- y daría la evolución en el tiempo. Es decir que habría un valor único para el 1* de julio de 2007, 
ponderado —supongo- por el Índice Coneat u otra variable. Esto es lo que yo entendí. Pero cuando se 
dice que para calcular la diferencia se va a deflactar el precio de la transacción, no me queda claro si 
esa es la idea que se contempla en el texto desde el punto de vista técnico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El índice no existe en la medida en que hoy no hay una serie que se pueda 
consultar, pero la información para elaborarlo está. 


SEÑOR ROCA.- A mi juicio, no corresponde interpretar la variable que se introdujo en la Cámara de 
Representantes. 


Mi interpretación es la misma que realiza el señor Senador Rubio: llevar hacia atrás el precio 
de venta con la variación que ha tenido ese índice entre el momento de la venta y el 1* de julio de 2007 
para determinar el precio a esa fecha. 


SEÑOR RUBIO.- Supongamos que en el año 2000 un productor “muchos de ellos realizarán la misma 
pregunta— compra la hectárea a US$ 1.000 y la vende a fines de 2013 —para que el 1” de julio de 2007 
esté en la mitad del período- en US$ 3.000; otro productor hace lo mismo pero vende la hectárea a 

US$ 5.000. Ambos compraron a US$ 1.000, pero uno vende a US$ 3.000 y el otro a US$ 5.000. 
Entonces, la regresión que se tiene que hacer del valor de venta final, siguiendo el índice que 
determine el Poder Ejecutivo, va a dar distintos valores para el 1? de julio de 2007. Desde el punto de 
vista técnico, ¿es esto lo que se desprende del texto? Esta es mi duda. 


SEÑOR ROCA.- Nuestra interpretación es esa, pero insisto en que estamos interpretando una 
modificación introducida en la Cámara de Representantes. 


SEÑOR RUBIO.- Pregunto simplemente a efectos de obtener mayor claridad sobre el punto; luego la 
Comisión trabajará al respecto. 


SEÑOR ABREU.- En la misma sintonía que el economista Roca, quiero hacer una apreciación 
conceptual sobre el tema. 


Cuando nos referimos a la parte de la diferencia del pago, cómo se puede hacer, al sujeto 
pasivo, a la determinación del tributo y a la deflactación, nos encontramos en el terreno de la técnica 
tributaria. Son temas sobre los que podríamos solicitar la opinión de la Dirección General Impositiva 
que, por su experiencia en la recaudación —sobre todo, en estos últimos tiempos— puede tener una 
visión más técnica y especializada sobre el tema, sin perjuicio de la solvencia con que los invitados han 
expuesto su posición. 


Sin perjuicio de ello, sigo teniendo una duda que solamente voy a mencionar como 
comentario porque no disponemos de mucho tiempo para tener una discusión política o filosófica. Lo 
que me preocupa es cuáles serán las consecuencias y las repercusiones de esto en función de una 
nueva realidad. Nadie discute que los fondos soberanos pertenecen a determinados Estados y que se 
están llevando a cabo políticas de compra de tierra que son preocupantes —ya sea por parte de Arabia 
Saudita o de China— sobre todo porque están comprometidos aspectos estratégicos de cada país 
relacionados nada menos que con los recursos naturales. Este es un tema que podemos analizar 
desde el punto de vista de la estrategia del país, pero insisto con esto porque nuestra primera 
aproximación al espíritu que impera está dada por “el que tiene más, que pague más”, “el que 
realmente concentra tierra, que pague por esa concentración”. Obviamente, hago este razonamiento 
con la mejor buena voluntad, pero es una aproximación profesional limitada. Me parece que no es lo 
mismo la concentración de tierra que la concentración de riqueza. Por ejemplo, si vendo determinado 
campo, como contrapartida recibo una riqueza que también ingresa en el portafolio de los inversores y 
demás, o sea que no tiene ningún efecto directo sobre la distribución. Sin embargo, esa riqueza se 
maneja en forma distinta a la que puede generar la concentración de la tierra. 


Este tema es muy dinámico, sobre todo en un momento en que hay mucha inversión y 
demanda; es más, a medida que siguen progresando los precios internacionales, que pueden 
presentar alguna alteración —no sé cuándo ni cómo; de todos modos, no vamos a hacer futurología— 
hay una gran dinámica de compra y venta de campos e inmuebles rurales. Sabemos que esta dinámica 
está mucho más vinculada a cadenas productivas que a aspectos meramente especulativos o de 
concentración de tierra por el solo hecho de decir “compré a 10 y voy a vender a 20”. Acá hay una 
demanda y una exigencia muy fuertes por parte de los inversores con el fin de aumentar la 
productividad y la rentabilidad. Pagan una cifra muy importante por hectárea —aunque ese valor fuera 
diez veces menor mucho tiempo antes— pero no creo que lo hagan simplemente por un aspecto 
especulativo, sino porque les parece que con la inversión que realizan van a profundizar su índice de 
extracción o su productividad y rentabilidad. 


En consecuencia, el gran tema de hoy es la relativización de la extensión de la 
concentración, y eso es lo que me preocupa. Si miráramos la situación con una visión histórica, 
tendríamos que remontarnos a los latifundios y no latifundios. Pero trasmito mi preocupación sobre la 
situación actual, sin dejar de compartir la filosofía de que la política tributaria tiene que ayudar, aunque 
muchos economistas de otros sectores dicen que el tributo debe acercarse mucho más a la neutralidad 
que a los resultados concretos que pueda arrojar en materia de redistribución de la riqueza. Este es un 
tema a discutir; lo digo porque viene de todas las tiendas y no exclusivamente de quienes en algún 
tiempo se llamaron neoliberales. Ahora hay neoizquierdaliberales que sostienen que las políticas 
transversales son mucho más importantes que las sectoriales, que estas últimas tienen que quedar por 
el camino y que, incluso, la política tributaria no es necesariamente el mejor instrumento de 
redistribución de la riqueza sino, simplemente, una de las mejores formas de acercarse a cierta 
neutralidad. 


Dejo este comentario como reflexión para nuestro ejercicio de terapia de grupo político entre 
todos y no simplemente entre oposición y Gobierno. Esta discusión la habrán tenido dentro del 
Gobierno —no lo vamos a ignorar—, igual que se puede dar, incluso, dentro de cada partido, propiciada 
por quienes tenemos una visión un poco distinta del tema. En el sector agropecuario viene decayendo 
la productividad y eso lo vemos en la carne, en la actividad pecuaria donde la faena es cada día menor, 
en la producción de leche que está disminuyendo, al igual que la del arroz. Quiere decir que hay una 
crisis de productividad en el sector agropecuario con precios internacionales importantes pero que no 
bajan. 


Quisiera saber —y, por supuesto, que esta reflexión no la hago desde mi aislamiento 
intelectual- si la capacidad de crear empleos, aumentar los de calidad e incrementar los salarios es 
ajena al sistema de concentración, no digo ya de las tierras, sino de las empresas que cada día 
funcionan a mayor escala. Si la productividad baja y los precios lo compensan, ¿una empresa que 


comienza a tener una presión tributaria importante puede tener dudas acerca de su inversión? 
¿Después podemos dejar que quien no tiene espaldas desde el punto de vista financiero, productivo o 
tecnológico lleve adelante un proyecto en el que se mejoran el empleo, la calidad del salario e, incluso, 
se vincula la producción de bienes con la de servicios y la necesidad de una capacitación? Esa es la 
gran pregunta que me hago. No se trata de si estamos a favor o no del capital explotador porque 
cuando uno ve que más de un tercio del comercio mundial se hace intrafirma y no entre Estados, se da 
cuenta de que es muy difícil administrar estos temas o que quizás en la alternativa de las inversiones, 
cuando la actividad tributaria emite una señal de cierto desincentivo, capaz que no tiene la misma 
respuesta que hasta ahora. Esto lo he escuchado decir dentro y fuera del Gobierno; advierto que no es 
una picardía sino que simplemente estoy razonando. Como país nos preocupa qué hacer para que se 
mantengan el empleo de calidad con una escala importante, la eficiencia y, además, una productividad 
que compense las dificultades puntuales y sectoriales que tenemos. 


Un tema distinto es el de la concentración de las cadenas de producción; eso es mucho más 
serio. ¿Puede haber inversiones aisladas? Sí, puede haber una inversión aislada especulativa. Si soy, 
por ejemplo, Marfrig y compro 20.000 hectáreas, 40.000 hectáreas o 100.000 hectáreas pero además 
tengo un porcentaje importante de la faena y de los cueros, termino juntando toda la cadena y lo mismo 
sucede con la cebada y el arroz. No hablo de un concepto de soberanía xenófoba, sino de cómo 
administrar estos temas, no desde el punto de vista tributario sino político, porque ese concepto de 
soberanía de “no me pisen el mojón” no existe. En realidad, se trata de cómo orientar determinada 
estructura productiva y si al margen de todo esto —que puede tener un fin tributario de recaudación 
para financiar ciertas obras de infraestructura; creo que la cifra tampoco es espeluznante— nosotros no 
estamos obviando el verdadero tema del corazón productivo del país, que es tener una escala de 
producción en la que definitivamente ya no tengamos el control de nuestra propia política. Todos los 
días pienso en esto porque cuando nos vamos a quejar a un lado o a otro nos dicen: *Infelizmente pasó 
tal cosa”, “Eu virel”, “Es bilateral”, pero nadie vino al Uruguay a comprar una empresa que estaba 
fundida, sino que compraban empresas que funcionaban y su cadena de producción. 


En la Legislatura pasada firmamos un proyecto sobre competitividad para aumentar los 
porcentajes de limitación, en el cual el señor Senador Couriel y el economista Quijano participaron 
activamente. Me parece que hoy la economía a gran escala está avanzando y la podemos mirar como 
un elemento positivo, porque están los temas de la productividad y la rentabilidad que, además, tienen 
repercusiones sobre el empleo, su calidad y el salario. Por lo tanto, todo estos temas, mirados desde el 
punto de vista sistémico y global, tienen una respuesta adecuada cuando se dice, por ejemplo “Voy a 
poner un impuesto a la concentración de la tierra para aquellos que tengan más de 2.000 hectáreas”, 
que no es lo mismo que la concentración de la riqueza, según sostienen algunos que he tratado de 
seguir y leer con mucha atención. 


Los temas tributarios los podemos manejar, pero quiero dejar planteado que estamos con un 
problema de caída de la productividad. La producción y la rentabilidad están mucho más vinculadas a 
las grandes economías de escala que no sé si es posible administrar adecuadamente en estas 
circunstancias de globalización o multipolaridad económica. 


Esta es mi reflexión y dejo alguna inquietud que podemos compartir para que esto no sea 
solamente sentarnos alrededor de una mesa y decir: “Yo soy Gobierno y tú oposición” y jugar al tiro al 
pichón. No creo que eso le haga muy bien al país. 


SEÑOR FRUGON!.- Con el mismo ánimo de intercambiar opiniones voy a plantear una diferencia con 
el señor Senador. Hay un tema que ha sido muy comentado en el Uruguay en los últimos años: la 
productividad. 


Voy a comparar a Uruguay con los tres mayores referentes en el tema de productividad: 
Japón, Alemania y Estados Unidos. La brecha de productividad con que cerraron estos tres países 
estuvo situada en un promedio del 13% en los últimos seis años; alguno más y otro menos: el mayor 
alrededor del 17% y otro con el 8% o 9%. Lo que predominó fue el agro. Nosotros comenzamos a vivir 
una especie de país dual. A veces la prensa publica “cayó un 2%”, cuando había crecido un 32%. Esto 
es lo que sucede cuando miramos el tipo de cambio día a día y se pierde la perspectiva. Hay muchas 
regulaciones políticas con respecto a la distribución, concentración y otras. Por supuesto que la parte 
agropecuaria para nosotros es muy importante. Recuerdo que antes de 2005 hubo varias 
manifestaciones diciendo: “El agro ya fue”. Esa productividad nos empezó a dejar una especie de país 


dual donde el comercio, los servicios y parte de la industria comenzaron a rezagarse. Ahora bien, es 
una mirada sistémica, como decía el Senador, porque justamente la desconcentración en los temas 
que no deben estar concentrados o altamente concentrados ha sido parte del secreto del mercado 
interno. Se habló de la ley de competencia y por eso esto se persigue tanto en todas partes. Del 34% 
de pobreza que teníamos vamos a llegar a una reducción de 20 puntos, casi cuatro puntos por año. 
Mientras que nosotros caemos 20 puntos, por ejemplo, los países de la Unión Europea aumentan dos 
o tres puntos. 


Acá hay dos políticas que son bien importantes —este es un tema de discusión con los 
economistas- y que, sobre todo, lo demuestran los países que están mejor en eso: la impositiva y la 
relativa al gasto público social. Estas dos políticas son las que miden los países desarrollados y las que 
dan un efecto antes y después del impuesto. Ahí entramos en el tema de fondo porque nadie quiere 
hacer una comparación estructuralmente, por ejemplo, con el Índice de Gini, por nombrar uno de los 
que puede existir en cuanto a mayor o menor distribución. En materia de ingreso, si nos queremos 
comparar con Noruega, este país tiene un 0.34 y nosotros 0.46 o 0.47. Uno puede decir que cero es el 
mínimo, pero es muy difícil lograrlo. Noruega, con el 0.34, es uno de los países que distribuye mejor. 
Nadie quiere comparar una estructura de ingreso con una de propiedad porque, seguramente, esta 
última debe tener una distribución diferente. Reitero que no es nuestra intención comparar ni decir que 
tenemos que llegar a la misma distribución de ingreso, pero sí sostenemos que el 0.80 es muy alto — 
uno es el máximo-— y no queremos que aumente. Por eso debemos desalentar la concentración. Si 
hablamos de transporte o comercio, los indicadores van a mostrar otros números que no tienen que ver 
con los de la concentración de la tierra, dado que se trata de diferentes negocios. Obviamente, distintas 
actividades no van a tener los mismos tamaños. En el proyecto se pensó que no se fuera contra eso; 
queremos desalentar la concentración, que también desalienta otras cosas. Tengamos presente que, 
en estos tiempos, Corea prácticamente compró la isla de Madagascar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le agradecemos a la delegación pues se ha dado un intercambio de 
información muy fructífero. 


Se suspende la toma de la versión taquigráfica. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 32 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


